
NUE 210-A-2020 (DH)

xxxxxxxxx xxxxxxx contra Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

(MARN)

Sobreseimiento

INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA: San Salvador, a las nueve

horas con tres minutos del diez de noviembre de dos mil veintiuno.

1. Descripción del caso

El presente procedimiento de apelación ha sido promovido por xxxxxx xxxxxx xxxxxxxxx

xxxxxxx, en contra de la resolución emitida por la oficial de información del Ministerio de

Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN), la cual fue emitida y notificada en fecha

4 de noviembre de dos mil veinte.

I. El apelante xxxxxx xxxxxx xxxxxxxxx xxxxxxx presentó ante la OIR del MARN,

solicitud de información consistente en: 1. Listado actualizado de las áreas naturales

protegidas declaradas hasta el 2020, que contenga: área de conservación a al que pertenece,

departamento, municipio, nombre del área natural protegida, extensión territorial, año de

declaratoria; 2- Listado actualizado hasta el 2020 de áreas naturales que se encuentran en

proceso de transferencia del ISTA al MARN para ser declaradas áreas naturales protegidas;

y, 3- Listado de áreas naturales que cuentan con Co-manejo, que incluye el nombre de la

co-manejadora y la fecha en que inició el co-manejo.

La respuesta brindada por la oficial de información consistió: para el ítem 1, brindar

la documentación sin especificar el área de conservación a la que pertenecen cada una de las

áreas protegidas declaradas; para el ítem 2 resolvió declarar la información reservada en

virtud a lo dispuesto en el art. 19, letra “g” de la Ley de Acceso a la Información Pública

(LAIP); finalmente, la información requerida en el ítem 3 fué entregada a satisfacción del

ciudadano.
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Al respecto, el apelante manifestó su inconformidad en cuanto al ítem 1, en tanto no

se le entregó la información de forma completa; y, con respecto al ítem 2, consideró que lo

solicitado no compromete las estrategias ni los procedimientos judiciales ni administrativos

en curso, pues a su criterio no se solicitó dichos detalles de los inmuebles.

En ese sentido, el objeto de controversia del presente procedimiento quedó delimitado

respecto a la información referida en los ítems 1 y 2, correspondientes a: 1. Listado

actualizado de las áreas naturales protegidas declaradas hasta el 2020, que contenga:

área de conservación a al que pertenece, departamento, municipio, nombre del área

natural protegida, extensión territorial, año de declaratoria; y, 2- Listado actualizado

hasta el 2020 de áreas naturales que se encuentran en proceso de transferencia del ISTA al

MARN para ser declaradas áreas naturales protegidas.

II. El Instituto admitió el respectivo recurso de apelación y designó a la Comisionada

Claudia Liduvina Escobar Campos para instruir el presente procedimiento. Posteriormente,

el caso fue reasignado a la Comisionada Daniella Huezo Santos, para continuar con el

procedimiento y someter el mismo a un proyecto de resolución.

El 9 de marzo del presente año, la oficial de información del MARN remitió vía

electrónica el expediente administrativo de conformidad a lo dispuesto en el art. 82 de la

LAIP. Al día siguiente, dicha oficial remitió nuevamente vía electrónica el expediente

administrativo, manifestando que por un error involuntario omitió incorporar un folio de

dicho expediente, por lo que solicitó tener por incorporado éste último que contiene 15 folios

útiles.

El 15 de marzo del corriente año, el MARN, a través de su apoderada general judicial

con cláusula especial xxxxxx xxxxxxxx xxxxx xxxxxx, rindió el informe justificativo de ley a

que se refiere el art. 88 de la LAIP. En dicho informe ratificó todo lo actuado en su momento;

sin embargo, manifestó - en lo medular- que ante la inconformidad planteada por el apelante,

se estaban realizando las gestiones pertinentes ante la Dirección de Ecosistema y

Biodiversidad (unidad administrativa que se requirió la información), para que ésta diera

respuesta a los requerimientos objeto de controversia, por lo que solicitaban que este Instituto

otorgara un plazo de cinco días hábiles, para ampliar las respuestas a los requerimientos 1 y 2

de la solicitud de información.
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En ese sentido, este Instituto concedió el plazo referido en el párrafo anterior, con la

finalidad de que el ente obligado pudiera ampliar la respuesta a los requerimientos solicitados

por el apelante; y, en virtud de haber finalizado la fase de instrucción del mismo, se señaló la

realización de la audiencia oral en el presente procedimiento.

Al respecto, en fecha 14 de abril de este año, la apoderada del MARN remitió

informe mediante el cual comunicó el cumplimiento a la ampliación de respuesta de la

solicitud de información realizada por el apelante, por medio de la resolución MARN-OIR

N° 225-2020 (modificada), en la cual se amplió la información por parte de la Dirección

General de Ecosistemas y Biodiversidad, detallando a qué área de conservación pertenece

cada área natural declarada como protegida e informando las áreas naturales que se

encuentran en proceso de transferencia del ISTA al MARN.

Dicho lo anterior, en virtud de haberse recibido la información anteriormente indicada

y en vista que ese mismo día se programó el señalamiento de la audiencia oral respectiva para

el caso en comento, el Pleno de éste Instituto, previo a la instalación de la misma, en la etapa

de incidentes corrió traslado a la parte apelante a efecto que se pronunciara sobre la misma,

de la cual el apelante manifestó su inconformidad sobre ciertos puntos respecto al

requerimiento “2”, es por ello que, en virtud que el ente obligado a través de su apoderada

mostró su disposición en realizar nuevas gestiones tendientes a satisfacer la petición del

apelante en cuanto a su requerimiento, el Pleno resolvió suspender el desarrollo de la

audiencia oral y conceder un plazo de cinco días hábiles al MARN para que realizara una

nueva búsqueda de la información ante la unidad respectiva para que esta determinara si se

encontraba actualizada a esa fecha e informara los resultados de la misma a la parte apelante.

Vencido dicho plazo, el 27 de abril de este mismo año el apelante manifestó su inconformidad

ante el incumplimiento de la propuesta realizada por el MARN, por lo que se consideró

oportuno continuar con la tramitación del procedimiento y reprogramar la continuación de la

audiencia oral.

III. La audiencia oral, se llevó a cabo por medio de la plataforma de “Google Meet”,

de conformidad a lo establecido en el art. 3 letra “g” de la LAIP y 18 de la LPA, la cual se

desarrolló con la comparecencia de las partes: xxxxxx xxxxxx xxxxxxxxx xxxxxxx, y el
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Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN), a través de su apoderada

xxxxxx xxxxxxxx xxxxx xxxxxx, hoy xxxxxx xxxxxxxx xxxxx xxxxxx.

Previo al inicio de la fase de alegatos, se consultó a las partes si incorporarían

elementos probatorios diferentes a los que ya constaban en el expediente relacionado al

presente caso. Al respecto, ambas partes manifestaron su intención de no incorporar

elementos probatorios adicionales.

En la etapa de alegatos iniciales, el apelante manifestó que el MARN entregó la

información mediante la resolución MARN-OIR Nº 225-2020(modificada), en la cual entregó

un listado donde se encontraba 3 áreas naturales que se encontraban en proceso de

transferencia del ISTA al MARN, lo cual es un avance en cuanto al primer alegato que había

realizado el ente obligado donde no se entregó ningún tipo de información; sin embargo, al

revisar la misma manifiesta no estar de acuerdo con ella, ya que en el año 2016 había

solicitado la misma información, y que en ese año se contaba con 45 áreas naturales en

proceso de transferencia; y, que en la que se le entregó en este requerimiento solo se reflejan

3 áreas naturales protegidas, siendo este el punto de discrepancia, cuestionando la cantidad

con la que se cuenta a diferencia de 2016. En ese sentido fue que el MARN se comprometió a

verificar los datos proporcionados; sin embargo, corrió el plazo de los cinco días otorgados

por este Instituto, obteniendo respuesta por parte del ente dos semanas después donde la

oficial de información refirió nuevamente que la información es restringida y no hay acceso a

la misma; sobre ese punto, manifiesta que en la resolución modificada pudieron entregar un

listado de tres áreas que están en proceso de transferencia, porqué ahora se vuelve con la

misma respuesta en la que no es posible contar con esta información si el mismo ministerio la

ha proporcionado.

Por su parte, la representante del MARN manifestó que en un primer momento se

declaró reservada la información y que posteriormente se emitió una resolución modificatoria

mediante la cual se le entregó un listado de inmuebles que ya están siendo transferidos del

ISTA al MARN para que pasen a ser áreas naturales protegidas; siendo el caso que el

apelante manifestó su inconformidad ya que en 2016 requirió la misma información donde

dice haber recibido un listado con 45 inmuebles. Al respecto, aclaró la apoderada del MARN

que dicha información entregada bajo la referencia 347-2016 se refiere a un listado de

inmuebles que se encuentran pendientes de legalizar que provienen de la reforma agraria, lo
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cual discrepa de lo solicitado, ya que en el requerimiento que ocupa esta proceso se le ha

entregado el listado de los tres inmuebles que a la fecha ya se encuentran en proceso de ser

transferidos al MARN, es decir, los que han cumplido con todo el procedimiento que la ley

establece para dicha transferencia y que este ente los declare como áreas naturales protegidas;

por ello se revisó la información y se evidencia la discrepancia de lo que en su momento se

entregó en 2016, ya que lo requerido fue el listado de lo que el ISTA consideró que debe

legalizarse provenientes de la reforma agraria, agregando que dentro del documento que se le

entregó al apelante en ese momento, se estableció que esa información de las 45 áreas

protegidas, era una lista que venía de un punto de acta emitido por el ISTA el 17 de

septiembre de 2010, por ello es que existe la discrepancia; y, al existir dicha inconformidad,

se solicitó a la Dirección General de Ecosistemas y Biodiversidad del MARN que verificará

la información que en su momento se entregó en 2016, para lo cual ellos emitieron una

respuesta, aclarando que no se le notificó en el plazo señalado por este Instituto debido al

cruce de la información que se posee y se estableció que el trámite de transferencia de

inmuebles por parte del ISTA al MARN es un proceso que inicia con el acuerdo de junta

directiva, mediante el cual se determina e individualiza qué inmueble es objeto de dicho

proceso, el cual culmina con la inscripción de los inmuebles transferidos al MARN en el

Centro Nacional de Registros (CNR), aclarando que dicha información no se posee en el

MARN, por tanto, si bien existe esa lista, no significa que de esa lista todos esos inmuebles se

encuentren en estado de transferencia, ratificando que hasta ese momento, eso eran los únicos

inmuebles que se tenían en transferencia, como se le informó en su momento al apelante a

través de la resolución MARN-OIR Nº 225-2020 (modificada); asimismo, se le indicó en la

misma respuesta que podía avocarse al ISTA para solicitar esa lista o pedirle a ellos que le

proporcionen qué inmuebles tiene en lista que pasarán a ser en un momento legalizados y que

inmuebles se encuentran en transferencia a favor del MARN.

2. Análisis del Caso:

Debemos recordar que el DAIP tiene una condición indiscutible de derecho

fundamental, reconocida a nivel nacional e internacional en vasta jurisprudencia. Por tanto,

corresponde a este Instituto pronunciarse, como garante del derecho de acceso a la

información pública, realizar la labor de armonización y determinación del alcance de dicho
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derecho, así como la ponderación cuando éste entre en colisión con otros derechos

fundamentales con cuya esfera de aplicación interactúa, especialmente cuando deba

pronunciarse sobre la validez de las restricciones a dicho derecho.

Zanjado lo anterior, el análisis jurídico para el presente caso, seguirá el orden lógico

siguiente: I. Breve referencia a la información reservada; y, II. Análisis del caso en concreto.

I. El DAIP no es una prerrogativa absoluta, su interacción con otros derechos de igual

rango posibilita supuestos de restricción justificada. Por tanto, la LAIP regula las limitantes

para acceder a la información pública, que en términos generales se clasifican en: a)

información reservada -art. 19-; b) información confidencial (en toda su dimensión) art. 24; y,

c) la información inexistente-art. 73-.

En el caso que nos ocupa, el ente obligado indicó en un inicio que la información no

podía entregarse por encontrarse reservada. Al respecto, para que proceda una declaratoria de

reserva, se necesita que concurran tres requisitos:

a) Legalidad: el ejercicio legítimo de la facultad para reservar información pública

debe enmarcarse dentro del ordenamiento legal vigente, para garantizar que los límites al

ejercicio del DAIP estén dirigidos a la protección de otros derechos de idéntica o superior

importancia.

En ese sentido, para acreditar el cumplimiento del requisito de legalidad no basta la

mera invocación de la causal en que se fundamenta la declaratoria de reserva sino que,

también, es indispensable acreditar que se cumple con las condiciones necesarias para su

aplicación, es decir, que los hechos y circunstancias del caso se ajustan a lo previsto por la

ley.

b) Razonabilidad: no basta con que el ente obligado cite disposiciones legales que lo

habilitan para declarar la reserva, sino que es necesario razone y fundamente la adopción de

esta limitación, pues con ello se busca reducir la arbitrariedad en las actuaciones de los

funcionarios con potestad para declarar la clasificación de la información pública como

reservada. En esencia, no basta con enunciar los motivos que conllevan al ente obligado a

declarar la reserva, sino que tales argumentos deben ser jurídicamente válidos, en la medida

que no se establezca un límite arbitrario al DAIP.
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c) Temporalidad: Se refiere a que la restricción del acceso a la información debe

estar sujeta a un plazo definido, establecido en los Arts. 20 de la LAIP y 31 letra “f” de la

RELAIP; y es que, si no se establece el plazo de reserva podría vulnerarse el DAIP de las

personas, al generar incertidumbre sobre el momento en que la información estará a su

disposición.

II. Para el presente caso, el objeto de controversia referente a: el listado actualizado

de las áreas en proceso de transferencia del ISTA al MARN, el ente obligado a través de su

oficial de información manifestó que es considerada información reservada de conformidad a

lo establecido en el art. 19 letra “g” de la LAIP.

Al respecto, se advierte que el MARN no remitió la declaratoria de reserva de dicha

información, únicamente fué alegada durante el desarrollo del presente proceso; además,

hicieron del conocimiento del apelante que actualmente se están realizando los

procedimientos administrativos para declarar e incorporar nuevas áreas al Sistema de Áreas

Naturales Protegidas, en cumplimiento a lo dispuesto a la Ley de Áreas Naturales Protegidas,

las cuales quedarán a disposición de la ciudadanía cuando se tenga resolución final.

Expuesto lo anterior, podemos destacar que de la relación fáctica de los hechos y el

trámite seguido en el presente procedimiento, se ha verificado que si bien el ente obligado

estableció que la información es de carácter reservada conforme a lo establecido en el art. 19

tera “g” LAIP, el mismo ente obligado modificó la resolución objeto de impugnación en el

presente procedimiento, a efecto de entregar la información al apelante.

En ese sentido, vista la documentación que corre agregada al expediente, así como

analizado que fue el contenido de la información entregada en su momento al apelante, se

evidencia que por parte del MARN se ejecutaron todas las gestiones tendientes a satisfacer el

derecho de acceso del ciudadano, al buscar la información en la unidad administrativa

correspondiente; lo que dió lugar a la modificación de la resolución que dió origen al presente

caso. Asimismo, se advierte que en relación a la inconformidad alegada por el apelante en

cuanto al listado entregado durante la tramitación de este procedimiento, y el listado

entregado -en su momento- en el requerimiento de información realizado en el año 2016,

discrepan entre sí, dado que lo solicitado en el 2016 se refiere a un listado de inmuebles que

se encuentran pendientes de legalizar que provienen de la reforma agraria, mientras que el
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requerimiento del caso que nos ocupa, se le ha entregado el listado de los tres inmuebles que

a la fecha ya se encuentran en proceso de ser transferidos al MARN, es decir, los que han

cumplido con todo el procedimiento que la ley establece para dicha transferencia y que este

ente los declare como áreas naturales protegidas, lo cual fue informado en su momento el

apelante a través de la resolución MARN-OIR Nº 225-2020 (modificada).

En consecuencia, este Instituto advierte que, ante las gestiones realizadas por el

MARN durante la tramitación de este procedimiento y acceder posteriormente a entregar la

información solicitada por el apelante, se evidencia que se ha desvanecido el objeto de

impugnación en el presente procedimiento, en los términos previstos en el art. 98 letra “d”de

la Ley de Acceso a la Información Pública.

3. Decisión del caso

II. Por tanto, con base a los argumentos antes expuestos y disposiciones citadas,

además de los artículos 6 y 85 de la Constitución de la República, este Instituto resuelve:

a) Sobreseer del recurso de apelación interpuesto por el ciudadano xxxxxx xxxxxx

xxxxxxxxx xxxxxxx, en contra del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales

(MARN), por haberse extinguido la causa que le dió origen.

b) Hacer saber a las partes, que contra este acto administrativo no cabe recurso en

esta sede administrativa de conformidad con el art. 131 de la Ley de Procedimientos

Administrativos (LPA), dejando expedito el derecho de acudir a la Jurisdicción Contencioso

Administrativa, si así se considerase necesario.

c) Trasladar definitivamente el presente expediente al archivo institucional una vez

esta resolución adquiera el estado de firmeza.

Notifíquese. -

-----------ILEGIBLE-----------------------A.GRÉGORI-----------------------------R.GÓMEZ------
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PRONUNCIADA POR LA COMISIONADA Y LOS COMISIONADOS QUE LA

SUSCRIBEN””””””””””””””””””””””””””””RÚBRICAS“””””””””””””””””””””””””
JF/JH
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